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1.
Criterios utilizados por la CIDH en sus principales mecanismos de protección de los derechos humanos
Para el desarrollo de este tema, la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos consideró el  documento CP/CAJP-2095/03, presentado por la CIDH.
Como comentario general, varias delegaciones sugirieron a la CIDH el establecimiento de procedimientos precisos, medida que a juicio de las delegaciones, agilizaría el desarrollo de los mismos.
Algunas Delegaciones manifestaron preocupación por el conflicto de intereses que, en su concepto, se puede presentar cuando la CIDH cumple a la vez la función de receptor y conocedor de una petición, representando además a la víctima en el proceso que se adelanta ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

Varias Delegaciones mencionaron su preocupación por la demora en la revisión, trámite y notificación de los casos que se presentan o admiten, en contra de sus gobiernos (lo cual puede generar inseguridad jurídica para las partes). Explicaron estas delegaciones, que en algunas ocasiones pasan varios años antes de que sus gobiernos se enteren del ingreso de un caso que se presenta en su contra, lo cual dificulta la posibilidad de reunir pruebas en forma oportuna, impide tomar medidas preventivas que lleven a la solución oportuna de la alegada violación, y demora la preparación de la respuesta del Estado Miembro, todo lo cual en última instancia resulta en un perjuicio para el denunciante. Propusieron que el artículo 26 del Reglamento de la CIDH señale un término preciso, ya que procesar un caso dentro un “plazo razonable” genera incertidumbre para las partes.
Varias Delegaciones solicitaron a la CIDH que evalúe los criterios por los cuales se mantiene la privacidad del nombre de los peticionarios, pues se presentan contradicciones en algunos casos en los que personas que alegan ser víctimas de violaciones de derechos humanos reciben el beneficio de la reserva de identidad, paralelamente recurren a los medios de comunicación, para reafirmar sus denuncias. También sugirieron las delegaciones a la CIDH que establezca un término exacto (con base en la fecha en la que se llevará a cabo la audiencia sobre el caso) para notificar la identidad de los peticionarios y el objeto de la denuncia.
Otras Delegaciones expresaron que el procedimiento mediante el cual se dictan medidas cautelares, ha dejado de ser una medida excepcional para proteger de riegos graves la vida o la integridad de las personas. En su opinión, en algunas ocasiones, estas medidas se dictan sin que se haya verificado el agotamiento de las instancias judiciales internas, sin procurar la información correspondiente de parte de los gobiernos de los Estados Miembros, sin investigar el origen de la situación que el peticionario considera amenazante contra su vida, y sin confirmar la necesidad de mantener la protección física de dicha persona. Adicionalmente, sugirieron que cuando la CIDH decida extender el término de duración de estas medidas, se notifique al gobierno contra el cual se ha presentado la denuncia.
Algunas delegaciones sugirieron a la CIDH que revise el sistema de audiencias, pues encuentran fallas que en su concepto van en contra del principio del debido proceso:
· Los Estados no son notificados con suficiente anticipación de que serán parte en estas audiencias. 

· No hay privacidad para discutir los temas de cada país: por lo general se hace en salas en las que cualquier peticionario de cualquier país puede escuchar aspectos delicados relacionados con los casos que se gestionan contra otro país.

· El tiempo que se destina a las audiencias de algunos países no responde adecuadamente al número de casos que se presentan en su contra.

Las Delegaciones reconocieron la utilidad de las reuniones de trabajo que organiza la CIDH para buscar la solución amistosa de algunos casos, pero solicitaron el establecimiento y publicidad de parámetros exactos que las regulen, entre los cuales deben figurar, la consulta previa con el correspondiente Estado.  En cuanto a los talleres que organiza la CIDH para dialogar informalmente, también debe reforzarse la comunicación con los Estados Miembros al momento de prepararlos, lo cual entre otras, permitiría que asistieran los expertos gubernamentales responsables del tema.
Finalmente, algunas delegaciones le solicitaron a la CIDH, que con base en su conocimiento de las fallas de los sistemas nacionales de derechos humanos, fortalezca su asistencia en el diseño y establecimiento de políticas que lleven a su mejoramiento.
En respuesta a las observaciones y recomendaciones presentadas por los Estados Miembros, el Comisionado Robert Goldman comentó lo siguiente:
· Aunque se hacen grandes esfuerzos para responder oportunamente a las denuncias que se presentan para el conocimiento de la CIDH, el personal de su Secretaría Ejecutiva no es suficiente para atender el volumen de casos que llegan, dentro de los plazos que los Estados Miembros solicitan.
· En cuanto a las medidas cautelares, estas se dictan por su Presidencia, con el conocimiento pleno de todos los Comisionados, y para determinar su necesidad se tienen en cuenta tanto las circunstancias particulares de cada caso como la realidad de la situación en el país correspondiente. Teniendo las medidas cautelares como objetivo la protección del peticionario y la investigación de los orígenes del peligro (por parte del país), estas no se levantan hasta que dicho país no realice la investigación para identificar el origen del peligro que se alega. El agotamiento de las medidas cautelares no conlleva a la desaparición del derecho a mantener la petición. 
· La CIDH siempre brinda la oportunidad a los Estados para comentar sobre la admisibilidad de las peticiones, y hasta que no haya un pronunciamiento oficial de la CIDH, el caso no se da por admitido. En algunas ocasiones, aunque los casos sean admisibles, la CIDH utiliza su criterio a la hora de plantear una solución amistosa al mismo.
· La CIDH no tiene control sobre lo que los peticionarios decidan expresar ante los medios de comunicación.

· La confidencialidad en la identidad de los peticionarios es un aspecto que preocupa a la CIDH porque es de su interés proteger a los individuos de amenazas y cualquier riesgo contra su vida o la de sus familias, sus trabajos, etc..

· En cuanto a la participación de la CIDH en los casos que llegan a ser del conocimiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, sin olvidar que muchos de los peticionarios tienen las limitaciones financieras que les impiden presentarse ante dicho órgano por si mismos, la CIDH lleva muchas años procurando que la Corte permita la representación individual de los peticionarios. Aunque la Convención (Americana sobre Derechos Humanos) se refiere a la comparecencia de la CIDH, no está claro en qué capacidad debe hacerlo. La CIDH espera en el futuro, poder presentar sus casos ante la Corte sin intervenir en representación de las víctimas.
· En cuanto a las audiencias, aunque entiende la preocupación de los Estados Miembros sobre el volumen de casos a los que algunos de ellos deben responder, la CIDH solo puede atender lo establecido en su reglamento sobre el particular. La necesidad de tener presentes a ambas partes al momento de considerar un caso determinado, es determinada por la CIDH, y no así a criterio de su Secretaría Ejecutiva. En cualquier caso, es importante aclarar que las audiencias tienen una connotación informativa, no de litigio. Cualquiera de las partes tiene derecho a solicitar que la otra no sea invitada a una audiencia en particular.

· Las reuniones de trabajo que se organizan en procura de soluciones amistosas se llevan a cabo en forma transparente.

La CAJP decidió mantener este tema en su agenda y será incluido en el orden del día de una de las reuniones que se programen para los meses de enero o febrero de 2004, para lo cual espera contar con la presencia de alguno de los comisionados de la CIDH cuyo mandato haya iniciado en el mes de enero de 2004. Igualmente la CAJP espera contar con una versión revisada del informe preparado por la CIDH, que trate más ampliamente los criterios sobre los cuales los Estados Miembros se han mostrado más preocupados.
La Presidencia preparó un informe que reúne las intervenciones sobre este tema suministradas por algunas Delegaciones, el cual ha sido distribuido como documento CP/CAJP-21xx/03.

2.
Informe de la Secretaría Técnica de Mecanismos de Cooperación Jurídica de la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos, sobre el tema “Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas”:
El doctor Jorge García-González, Jefe de la Secretaría Técnica de Mecanismos de Cooperación Jurídica, presentó un resumen de las recomendaciones de las siguientes reuniones, realizadas en seguimiento de las recomendaciones de la IV Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas (REMJA IV) y en cumplimiento de los mandatos de la resolución AG/RES. 1849 (XXXII-O/02)):

· Reunión de Autoridades Centrales y otros Expertos en Materia de Asistencia Judicial Mutua en Materia Penal. Las recomendaciones de esta reunión, celebrada en Ottawa, Canadá entre el 30 de abril y el 2 de mayo de 2003, se encuentran contenidas en el documento PENAL/doc.1/03.
· Reunión Inicial del Grupo de Expertos Gubernamentales en Materia de Delito Cibernético. Las recomendaciones de esta reunión, celebrada en la sede de la Organización los días 23 y 24 de junio de 2003, se encuentran contenidas en el documento CIBER-III/doc.4/03.
· Primera Reunión de Autoridades Responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA. Las recomendaciones de esta reunión, celebrada en la sede de la Organización los días 16 y 17 de octubre de 2003, se encuentran contenidas en el documento (Documento GAPECA/doc.4/03).
Adicionalmente, el doctor García-González, presentó los siguientes documentos, en preparación para la Quinta Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas (REMJA V).
· Proyecto de Agenda de la REMJA V (CP/CAJP-2103/03): con respecto a este documento, informó que se trata de una propuesta elaborada con base en las recomendaciones de la REMJA IV, pero serán incorporadas las sugerencias de nuevos temas, que formulen los Estados Miembros.
· Proyecto de Resolución del Consejo Permanente (CP/CAJP-2104/03): sobre este particular, sugirió postergar la fecha de la reunión del 7 al 9 de marzo de 2004 (según lo acordada por la CAJP en su Plan de Trabajo). Propuso que, de acuerdo con las consultas que ha adelantado con los Ministerios de Justicia o Ministerios o Procuradurías Generales,  la reunión se lleve a cabo la reunión del 28 al 30 de abril de 2004.
Las Delegaciones expresaron que en principio no tenían propuestas para modificar la Agenda puesta a su consideración, pero que precisaban de algunas semanas para consultar con sus capitales, antes de dar por aprobado dicho documento. 

En cuanto al texto del proyecto de Resolución del Consejo Permanente, no se presentaron objeciones, pero aceptó (ad referéndum) la modificación propuesta por la Secretaría para que la REMJA IV se lleve a cabo del 28 al 30 de abril de 2004.

La Presidencia solicitó a las Delegaciones, que en lo posible, y con el fin de darle curso a los preparativos para la Quinta Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas (REMJA V), hagan llegar a la Secretaría General, antes del 15 de diciembre del presente año, las propuestas de modificación de la Agenda y sus observaciones con respecto a la fecha para la celebración de la reunión. 
3.
Proyecto de Agenda de la “Reunión de Expertos Gubernamentales en materia de Derechos Humanos sobre las Mejores Prácticas y Experiencias Nacionales en la Adopción de Medidas contra el Terrorismo”, a celebrarse el 19 de febrero de 2004 (Resolución AG/RES. 1931 (XXXIII-O/03).

A partir de la propuesta de la Presidencia de proyecto de agenda contenido en el documento CP/CAJP-2101/03, las delegaciones presentaron sus comentarios sobre los aspectos que en su opinión, los expertos gubernamentales deberían tener para su consideración, así como los mecanismos de participación de las organizaciones de la sociedad civil registradas ante la OEA que manifiesten su interés en asistir a la reunión (dentro de los parámetros establecidos por la Organización para su participación en las reuniones de las comisiones del Consejo Permanente). Adicionalmente se presentaron sugerencias para tener en cuenta la labor de la Organización de las Naciones Unidas en este campo.


Finalmente, las delegaciones recomendaron a la Presidencia la tarea de emitir un revisado de la agenda de dicha reunión, que incorpore los diferentes puntos de vista por ellas formulados. El nuevo proyecto de agenda ya ha sido publicado (CP/CAJP-2101/03 rev.1).
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